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RESUMEN 
El debate feminista ha cobrado gran relevancia en la escena política en los últimos 
años, de allí que sea usual escuchar la importancia de adoptar una perspectiva de género. Sin 
embargo, cuando estos debates son concebidos en el ámbito académico con el fin de lograr 
un efecto político son extrapolados al derecho penal, como ocurre con la tipificación del 
feminicidio. Nos encontramos con una gran resistencia a su aplicación, por lo problemático 
que resulta establecer y probar las “razones de género” que motivan al sujeto activo a cometer 
el ilícito. De allí que vale la pena preguntarse: ¿era necesaria su tipificación como un delito 
autónomo?, ¿no habría sido más pertinente considerar las “razones de género” como un 
agravante del homicidio, puesto que protege el mismo bien jurídico que el feminicidio, en 
este caso, la vida humana?, ¿no resulta discriminatorio un tipo penal que no es neutro en 
cuanto al sexo del sujeto pasivo? Como respuesta a estas preguntas encontramos dos 
posiciones claramente definidas: la de aquellos que consideran que es una medida de 
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populismo punitivo, y la da aquellos otros que lo ven como una forma de combatir la 
violencia en contra de las mujeres. 
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FEMINICIDE AS AN AUTONOMOUS CRIME IN THE COLOMBIAN PENAL 
CODE 
ABSTRACT 
The feminist debate has gained great relevance in the political scene in recent years; 
hence it is common to hear the importance of adopting a gender perspective. However, when 
these debates are conceived in the academic sphere in order to achieve a political effect, they 
are extrapolated to criminal law, as is the case with the typification of feminicide. We are 
faced with great resistance to its application, because it is problematic to establish and prove 
the “gender reasons” that motivate the active subject to commit the crime. Hence, it is worth 
asking: was it necessary to classify it as an autonomous crime? Would it not have been more 
pertinent to consider “gender reasons” as an aggravating factor to homicide, since it protects 
the same legal right as femicide, in this case, human life? Isn't a criminal type that is not 
neutral regarding the sex of the taxpayer discriminatory? In response to these questions, we 
find two clearly defined positions: those who consider it to be a measure of punitive 
populism, and those who see it as a way to combat violence against women. 
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INTRODUCCIÓN 
La expresión feminicidio (femicide en inglés) es utilizada por la academia, siendo una 
importante exponente la activista y escritora sudafricana, Diana Russell. Quien la empleó por 
primera vez en 1976 cuando testificó ante una organización feminista denominada Tribunal 
Internacional de Crímenes contra las Mujeres, en Bruselas3, precedido por Simone de 
Beauvoir; y en 1990 lo empleó nuevamente junto a Jane Caputi “para aludir a los asesinatos 
de mujeres cometidos por razones de género o por el hecho de ser mujeres (Russell y Caputi, 
1990; Russell y Radford, 1992)” (Toledo Vásquez, 2009, pág. 1), en el marco del debate 
político sobre los crímenes de odio en Estados Unidos. Lo que hicieron Russell y Caputi fue 
politizar este concepto, con el propósito de “dar visibilidad a las mujeres y luchar contra la 
violencia que sufren en numerosos contextos y lugares” (Boira , Marcuello-Servós, Otero, 
Sanz Barbero, & Vives-Cases, 2015, pág. 29).  
Este neologismo comenzó a ser introducido en el ámbito académico anglosajón en el 
marco de los avances en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, con relación a 
 
3 “Por el brutal asesinato de las hermanas Mirabal (Patricia, Minerva y María Teresa, el día 25 de noviembre en República 
Dominicana, por parte del Servicio de Inteligencia Militar de su país” (Bilbao & Fernández López, 2015, pág. 56). 
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la violencia de las mujeres, adquiriendo gran relevancia en el contexto latinoamericano. En 
donde fue desarrollado y difundido por la académica y política mexicana Marcela Lagarde, 
quien tradujo la obra de Russell al español; agregándole una perspectiva a partir de la historia 
y la realidad mexicana. Y para quien el feminicidio alude “a formas de violencia extrema que 
pueden conllevar a la muerte de las mujeres caracterizadas tanto por la misoginia en que se 
originan, como por la tolerancia del Estado e instituciones frente a estas conductas” (Toledo 
Vásquez, 2009, pág. 2).  
En esa medida, el feminicidio es una categoría teórica y con sentido político, 
empleada por el feminismo para poner en evidencia la violencia de la cual son víctimas las 
mujeres, producto de la misoginia de la sociedad patriarcal. Se trata de un vocablo que abarca 
múltiples conductas, que van desde la violencia al interior del hogar, hasta la violencia 
institucional. Y que fue aplicado al derecho penal, para enunciar el homicidio de una mujer 
por “razones de género”.  
Al ser un concepto tan amplio ha generado grandes debates en torno a su tipificación. 
Tal como ha sucedido en el contexto colombiano, con la Ley 1761 de 2015, que lo introdujo 
al Código Penal como un tipo penal autónomo. De allí que la pregunta- problema que orienta 
esta investigación sea: ¿es legítimo en un estado social y democrático de derecho, la creación 
del tipo penal de feminicidio como un delito autónomo? 
La metodología que permitirá dar solución a la pregunta de investigación propuesta, 
se hará con base en dos métodos de investigación. El primero de ellos, aborda un enfoque 
dogmático-jurídico4 a partir del cual se analiza el tipo penal de feminicidio, sus elementos 
objetivos, normativos y subjetivos, la forma en que fue incorporado al ordenamiento jurídico 
colombiano; así como su legitimación a partir del bloque de constitucionalidad. El segundo 
método contempla un enfoque socio-jurídico desde el cual se indaga por la validez del tipo 
 
4 Un método caracterizado por partir de la formulación de un problema jurídico, regulado por un conjunto normativo, que al 
entrar en relación con otros órdenes normativos, permite ubicar un dogma jurídico (Agudelo-Giraldo, 2018, pág. 32). 
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penal de feminicidio en un estado social y democrático de derecho, en relación con los límites 
al ius puniendi y el principio de ultima ratio y de legalidad en el derecho penal5. 
Para resolver el problema formulado, este artículo se plantea como objetivo principal: 
analizar la legitimidad en un estado social y democrático de derecho, de la creación del tipo 
penal de feminicidio como un delito autónomo. Para el desarrollo de este objetivo el artículo 
estará dividido en tres capítulos. En el primero de ellos se realiza un análisis dogmático-
jurídico de la Ley 1765 de 2015 que introdujo el tipo penal de feminicidio en el código penal 
colombiano. El segundo capítulo aborda la validez de la creación del feminicidio como delito 
autónomo, a partir de los límites al ius puniendi del Estado. El tercer capítulo expone el 
debate generado con respecto a la creación de este tipo penal, destacando dos de las 
principales posiciones doctrinales al respecto. Lo que permitirá a manera de cierre presentar 
una propuesta ecléctica, que retome los aportes de ambas posiciones. 
La información encontrada fue recopilada principalmente de las bases de datos, y del 
repositorio de la Universidad Católica de Colombia. A partir de la búsqueda del vocablo 
feminicidio –femicidio en otras legislaciones- se encontraron diversos artículos de 
investigación y trabajos de grado (de pregrado y posgrado) que abordan la temática desde 
múltiples perspectivas. Así mismo, se tienen como referencia los libros de dos importantes 
doctrinantes colombianos que abordan el tema desde dos puntos de vista diametralmente 
opuestos. El primero de ellos es el especialista en el tema del populismo penal, y profesor de 
la Universidad Católica de Colombia, Rafael Velandia Montes, quien en Del populismo penal 
a la punitividad (2017), se ocupa de las manifestaciones de populismo penal, que han 
afectado de modo singular a las mujeres: el feminicidio y los ataques con ácido. 
Desde otro punto de vista se encuentra una de las promotoras de la Ley 1761 de 2015 
y directora del Centro de Investigación en Justicia y Estudios Críticos del Derecho –
 
5 La investigación sociojurídica “a pesar de subyacer a la forma de investigación jurídico social, este es un método que marca 
una categoría autónoma en tiempos actuales ya que, al contrario de su progenitora, se ocupará del valor del cumplimiento, pero 
no desde el punto de vista de los propósito o fines de las normas, las instituciones jurídicas, las políticas públicas, las relaciones 
contractuales y los procedimientos legales” (Agudelo-Giraldo, 2018, pág. 38). 
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CIJUSTICIA-, Isabel Agatón Santander. Quien en Si Adelita se fuera con otro: del 
feminicidio y otros asuntos (2017), defiende la consagración del tipo penal autónomo de 
feminicidio, en virtud de su potencial simbólico, y de su capacidad para prevenir y sancionar 
la violencia contra las mujeres, puesto que “transmite el mensaje según el cual la vida de las 
mujeres constituye un bien jurídico protegido por el legislador, del que no puede disponerse 
precisamente por el hecho de ser mujeres” (Agatón Santander, 2017, pág. 160). 
 
1. ANÁLISIS DOGMÁTICO-JURÍDICO DE LA LEY 1765 DE 2015 QUE 
INTRODUJO EL TIPO PENAL DE FEMINICIDIO EN EL CÓDIGO PENAL 
COLOMBIANO 
El feminicidio en tanto concepto teórico y político, evidencia las relaciones 
inequitativas entre los sexos, que dan lugar a la muerte de mujeres. Rechazando de esta 
manera los imaginarios sociales que tienden a ocultar y negar la verdadera dimensión del 
problema, aligerando la responsabilidad de los perpetradores. En esta medida, dicho 
concepto: 
Permite alejarse de planteamientos individualizantes, naturalizados –generalmente en 
clave romántica- o patologizados que tienden a culpar a las víctimas, a representar a los 
agresores como “locos”, o a considerar estas muertes como el resultado de “problemas 
pasionales”. Lejos de ser expresiones inocentes, estas formas de referirse a esos asesinatos de 
mujeres perpetúan la idea de que el criminal actúa poseído por fuerzas exteriores, irracionales 
e inevitables como el amor, la pasión, la venganza, la humillación, el rechazo y que se ve 
sobrepasado por una situación que no puede controlar, consintiendo y a veces legitimando 
los crímenes (Fernández, 2012, pág. 48). 
Esta exposición de la violencia en contra de las mujeres, leída en clave del resultado 
de las relaciones de poder, dominación y privilegio, ejercida por los hombres con respecto a 
las mujeres, permite desarticular aquellos argumentos que sostienen que la violencia de 
género se trata de un asunto personal o privado (Fernández, 2012, pág. 49).  Sin embargo, 
como se trata de una categoría concebida en el ámbito académico, con una amplia 
conceptualización en el campo sociológico y antropológico, que incluye dentro de su 
definición “todas las muertes de mujeres que se producen como consecuencia de la 
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discriminación estructural que las afecta, sea cual sea el ámbito en que se produzca” (Toledo 
Vásquez , 2016, pág. 80), incluye como feminicidios conductas que no constituyen delitos 
en sentido estricto6. 
Y en esa medida, cuando esta categoría teórica y política es tipificada como delito 
autónomo, se traduce en problemas de interpretación y aplicación, puesto que no es posible 
transformar un problema social de violencia machista en hechos puntuales, “sin entender las 
especificidades de la violencia estructural7 contra las mujeres” (Toledo Vásquez, 2016, pág. 
89). No obstante, para Agatón Santander (2017) sí es posible realizarlo,  apelando al carácter 
auto-reflexivo del derecho en tanto ciencia social, que en conexión con otras disciplinas, y 
en línea con lo propuesto por los Estudios Críticos del Derecho, profundice “en las honduras 
que empiezan a incorporarse tanto en la teoría del derecho como en sus cánones, fruto de la 
movilización de los movimientos sociales y particularmente de las organizaciones de mujeres 
y feministas” (Agatón Santander, 2017, pág. 135). 
El tipo penal de feminicidio fue introducido en el Código Penal colombiano, a través 
del artículo segundo de la Ley 1761 de 2015. Que adicionó los artículos 104A y 104B, en 
donde se desarrollan el tipo penal y sus circunstancias de agravación, respectivamente. Y que 
se encuentra en el título I, de los delitos contra la vida y la integridad personal. Esta ley fue 
impulsada, 
Como resultado de la conducta delincuencial de la que fue víctima Rosa Elvira Cely, 
mujer de 35 años, en hechos ocurridos entre la noche del 23 de mayo y las horas de la 
madrugada del 24 de mayo de 2012, en el Parque Nacional de Bogotá, cuando Javier Velasco 
 
6 Una conceptualización amplia del feminicidio permite hacer conexiones entre variadas formas de violencia. “Desde esta 
perspectiva, la violación, tortura, mutilación genital, el incesto, el abuso físico y emocional, tortura, mutilación genital, el incesto, 
el abuso físico y emocional, el acoso sexual, el uso de las mujeres en la pornografía, la explotación sexual, la violación, la 
violación conyugal, la esterilización o la maternidad forzada, la trata, los abortos ilegales, son todas expresiones de la opresión 
de las mujeres y no fenómenos inconexos. En el momento en que cualquier de estas formas de violencia resulta en la muerte 
de la mujer, ésta se convierte en femicidio” (Fernández, 2012, pág. 49). 
7 El concepto de violencia estructural se refiere a un tipo de violencia ejercida en el marco de las relaciones de poder concebidas 
a partir de un orden patriarcal, en el que la ideología, el cuerpo y la vida de las mujeres han sido dispuestos en algunos contextos 
para su dominación, subordinación y discriminación, culminando en algunos casos, en sus muertes (Piedra Durán, 2019). Es 
por esto que también puede considerarse como “una manifestación del límite de la biopolítica, que hace referencia al ejercicio 
del poder sobre el cuerpo. En este caso, lo ejerce el patriarcado a través de distintas estrategias que pueden contar con la ayuda 
del gobierno (Valenzuela, 2012, 52)” (Piedra Durán, 2019, pág. 3). 
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Velásquez –que era compañero de un programa de estudios de validación de bachillerato de 
la víctima- cometió en su contra los delitos de tortura, acceso carnal violento agravado y 
homicidio agravado (Velandia Montes, 2017, pág. 28). 
Algunos meses después de ocurridos los hechos, fue radicado el 1 de agosto de 2012 
el Proyecto de Ley 49, el cual buscaba tipificar como delito la conducta nominada como 
“feminicidio”, impulsada por las senadoras Gloria Inés Ramírez Ríos por el Polo 
Democrático Alternativo y Arleth Patricia Casado de López del Partido Liberal8. Aunque el 
proyecto fue archivado, al año siguiente nuevas senadoras se adhirieron al proyecto, y con 
sólo algunos elementos adicionales fue radicado el Proyecto de Ley 107 de 2013. Dicho 
proyecto se convirtió en la Ley 1761 de 2015 (Velandia Montes, 2017, pág. 29), modificando 
el Código Penal de la siguiente manera: 
ART. 104A.- Adicionado. L. 1761/2015, art. 2º. Feminicidio. Quien causare la 
muerte a una mujer, por su condición de ser mujer9 o por motivos de su identidad de género 
o donde haya ocurrido o antecedido cualquiera de las siguientes circunstancias, incurrirá en 
prisión de doscientos cincuenta (250) meses a quinientos (500) meses. 
a) “Tener o haber tenido una relación familiar, íntima o de convivencia con la víctima, de 
amistad, de compañerismo o de trabajo y ser perpetrador de un ciclo de violencia física, 
sexual, psicológica o patrimonial que antecedió al crimen contra ella. 
b) Ejercer sobre el cuerpo y la vida de la mujer actos de instrumentalización de género o 
sexual o acciones de opresión y dominio sobre sus decisiones vitales y su sexualidad. 
c) Cometer el delito en aprovechamiento de las relaciones de poder ejercidas sobre la mujer 
expresado en la jerarquización personal, económica, sexual, militar, política o 
sociocultural. 
d) Cometer el delito para generar terror o humillación a quien se considere enemigo. 
e) Que existan antecedentes o indicios de cualquier tipo de violencia o amenaza en al ámbito 
doméstico, familiar, laboral o escolar por parte del sujeto activo en contra de la víctima 
o de violencia de género cometida por el autor contra la víctima, independientemente de 
que el hecho haya sido denunciado o no. 
f) Que la víctima haya sido incomunicada o privada de su libertad de locomoción, 
cualquiera que sea el tiempo previo a la muerte de aquella” (Ley 599,2000). 
 
8 El proyecto de ley fue asesorado por el Centro de Investigación en Justicia y Estudios Críticos del Derecho-Cijusticia, 
integrado por Blanca Lilia González Páez, Nidia Olaya Prada e Isabel Agatón Santander (Agatón Santander, 2017, pág. 158). 
9 La Corte Suprema de Justicia, en sentencia de Sala de Casación Penal de 4 de marzo de 2015, ya se había pronunciado sobre 
esta expresión, cuando se encontraba como circunstancia de agravación del homicidio, antes de la entrada en vigencia de la 
Ley 1761 de 2015: “se causa la muerte a una mujer por el hecho de ser mujer, cuando el acto violento que la produce está 
determinado por la subordinación y discriminación de que es víctima, de lo cual resulta una situación de extrema 
vulnerabilidad” (Agatón Santander, 2017, pág. 169). 
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De la lectura de este artículo se infiere que el feminicidio se puede cometer según tres 
perspectivas diferentes: 1) Instrumentalización: “implica ejercer sobre el cuerpo y la vida de 
la mujer actos que evidencien que ha sido usada como un instrumento para lograr 
determinado fin” (Vásquez Escobar & Otros, 2017, pág. 10); 2) Cosificación: “es volverla 
una especie de objeto de propiedad de otro, con la pretensión de utilizarla a ella o lo que ella 
representa sin dignificarla como persona o como mujer” (Vásquez Escobar & Otros, 2017, 
pág. 10); y 3) contexto de dominio: “donde se aprovechan las relaciones de poder ejercidas 
sobre ella como muestra de jerarquía, marcando entre ella y su victimario una amplia 
distancia en términos económicos, sociales, políticos, militares, culturales o sexuales para 
generar miedo y degradarla como mujer” (Vásquez Escobar & Otros, 2017, pág. 10). 
 
1.1 Elementos objetivos del tipo 
En cuanto a los elementos objetivos encontramos en primer lugar los sujetos. El sujeto 
activo es indeterminado ya que el artículo 104A señala “quien causare”. Mientras que el 
sujeto pasivo siempre deberá ser mujer10. 
Esta es la primera crítica que se realiza a su tipificación, pues se trata de una 
disposición que no es neutra en cuanto al sexo11 del sujeto pasivo, considerando que la mayor 
parte de las leyes penales no diferencian el sexo de los sujetos. Sin embargo, en los últimos 
años se han planteado alternativas a esta neutralidad de sexo. Que no dejan de ser 
problemáticas, pues aun cuando pretenden superar la discriminación en contra las mujeres, 
 
10 Al respecto Isabel Agatón (2017) señala que el sujeto pasivo “es una mujer o quien se identifique en su género como tal” 
(Agatón Santander, 2017, pág. 165). Sin embargo el tipo penal consagra: “quien causare la muerte a una mujer”. Posterior a 
enunciar el sujeto pasivo emplea la preposición por, mediante la cual procede a establecer la causa de esa muerte, por motivos 
de: 1) su condición de mujer, o 2) de su identidad de género. Resulta muy importante hacer esta precisión porque no deben 
confundirse los conceptos de sexo y género  y en esa medida resulta diferente el sujeto pasivo, de los elementos subjetivos del 
tipo. De lo contrario el tipo penal tendría como sujeto pasivo a cualquier persona que se sienta, se perciba o se piense como 
mujer. Y siendo así, ¿qué lo diferenciaría del homicidio?, que protege la vida de cualquier ser humano. 
11 Con respecto al concepto de sexo y género, aun cuando la autora tomada para este apartado emplea el concepto de género, 
en este caso se refiere al sexo, que es biológico y se determina como femenino o masculino. De otra parte el género, es una 
construcción social y cultural, que determina el comportamiento, los gustos, las formas de vestir, entre otros muchos factores. 
Y que por tanto varían de acuerdo a cada sociedad y contexto histórico. 
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reproducen otras formas de discriminación al excluir colectivos más reducidos, como 
aquellos que poseen una orientación o identidad sexual disidente (Toledo Vásquez, 2008, 
pág. 219). 
Una forma de justificar la no neutralidad de género del tipo, se da con base en que “la 
violencia contra las mujeres supone un plus de injusto basado precisamente en la 
discriminación y subordinación implícita en la violencia de la que ellas son víctimas” (Toledo 
Vásquez , 2016, pág. 82). Ya que si se compara los casos de homicidios entre hombres y 
mujeres, las cuerpos de las mujeres suelen sufrir de una violencia, que no es ejercida de la 
misma manera sobre el cuerpo de los hombres. “Los cuerpos de las mujeres son torturados, 
violados, mutilados, destrozados, expuestos, exhibidos y denigrados” (Piedra Durán, 2019, 
pág. 13). Y en esa medida, aunque el homicidio no es específico ni exclusivo para la mujer, 
“sus efectos sí tendrán especificidades propias del género, en la medida en que esté dirigida 
a atacar la identidad femenina” (Morales Cerda, 2015). 
Como segundo elemento objetivo encontramos la conducta, que para el delito de 
feminicidio es la privación de la vida de la mujer. Allí se identifica como verbo rector causar. 
Y como ingrediente descriptivo del tipo encontramos que la conducta de causar la muerte de 
una mujer, es una conducta positiva, en cuanto se menciona un comportamiento activo. Así 
como también es circunstanciada, ya que la conducta se enmarca dentro de una referencia 
modal, que implica que la conducta se realice bajo determinadas razones a las cuales el 
legislador ha denominado de género. 
Por último elemento se encuentra el objeto, en su doble connotación jurídica y 
material. En cuanto al objeto jurídico, o bien, o interés jurídico que se tutela, es la vida 
humana. Mientras que el objeto material es la vida de la mujer, que se protege por razones 
de género. Para algunos doctrinantes el objeto tanto jurídico como material que protege el 
feminicidio es lo que lo hace innecesario ya que al proteger la vida humana, termina 
protegiendo el mismo bien jurídico que el homicidio (Velandia Montes, 2017), (López 
Salazar & Valenzuela Reyes, 2018).  
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Y es por esto que ya se había contemplado la muerte dolosa de una mujer por el simple 
hecho de ser mujer como una causal de agravación para el homicidio, introducida en el 
Código Penal colombiano por el artículo 26 de la Ley 1257 de 2008. Esta ley tuvo su origen 
en el Proyecto de Ley 171 de 2006, que en su exposición de motivos y con el objetivo de 
justificar la introducción de la agravante, analizó la problemática y la normatividad presente 
en el ámbito internacional en referencia a la violencia en contra de las mujeres, así como “el 
fundamento constitucional de protección de la mujer frente a la violencia en su contra, […] 
la situación y cifras de la violencia” (Velandia Montes, 2017, pág. 31). 
 
1.2 Elementos subjetivos y normativos del tipo 
En el feminicidio su elemento normativo central y al mismo tiempo el más 
problemático, son las razones de género bajo las cuales la mujer es privada de la vida. Las 
cuales concurren con las demás circunstancias enunciadas en el artículo 104A. De acuerdo 
con Mendoza Garay (2020) el legislador en su afán de populismo punitivo, introdujo un 
móvil en este tipo penal, que se constituyó como un doble dolo, o  tipo penal de tendencia 
interna trascendente. Ya que “no bastaba matar a una mujer a sabiendas de los elementos 
objetivos del tipo penal, sino también era necesario que tal conducta fuera por su condición 
de tal, es decir por el hecho de ser mujer” (Mendoza Garay, 2020, pág. 671). 
Para algunos autores (López Salazar & Valenzuela Reyes, 2018) estas razones de 
género ya se encontraban contempladas en otros tipos penales, aunque no se encontraran 
enunciadas de esa manera, a saber: las lesiones, el secuestro, el acoso, entre otros. O como 
agravantes del homicidio (Velandia Montes, 2017), (Mendoza Garay, 2020)12. Lo cual 
reforzaría la idea de lo innecesario que resulta su regulación como un tipo penal autónomo. 
 
12 Para Mendoza Garay (2020) habría resultado más pertinente establecer una agravante genérica basada en <<motivos >> 
discriminatorios, porque permitiría cubrir distintos delitos, y por tanto tener un mayor rango de acción frente a la violencia de 
género (pág. 677). 
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Sin embargo, compartimos lo señalado por Fernández (2012), en cuanto a que el 
feminicidio es mucho más que la feminización del homicidio (pág. 50). En esa medida, 
trayendo al debate lo aportado por Peralta (2013, citado en: Mañalich, 2016), el común 
denominador del feminicidio es la pretensión de sometimiento: 
En los casos de femicidio, el autor se siente provocado frente a ejercicios de derechos por 
parte de la mujer. El ejemplo paradigmático es el de la mujer que quiere elegir con quién y 
cómo estar en pareja. Y en otros casos el homicidio suele ser el punto culminante de una 
relación de violencia contra la mujer, en donde se persigue prácticamente su reducción a 
servidumbre. El autor, de manera más o menos consciente, tiene una concepción machista de 
las relaciones entre hombre y mujer y concibe a esta última como a un sujeto carente de los 
derechos mínimos de libertad, respeto y capacidad de decisión (Peralta, 2013, pág. 13; citado 
en: Mañalich, 2016, págs. 252-253). 
De manera que, si lo que el sujeto activo busca es someter al sujeto pasivo a su 
concepción machista de las relaciones sociales con el sexo femenino, no es posible afirmar 
tal como lo hace Ried (2012), que el tipo penal del feminicidio se involucra con criterios de 
carácter privado o estados mentales, que no sirven de sustento para un sistema jurídico penal, 
como lo es el odio como “principal motor de este delito, ya sea odio producido por una 
relación amorosa fallida o bien por mero resentimiento en contra del género femenino” (Ried, 
2012, pág. 172).  
Pues esto implica desconocer la importancia del móvil en la configuración típica de 
la conducta punible. Ya que su comprobación puede explicar la ocurrencia de una conducta 
lesiva, así como servir de hecho indicador de autoría y responsabilidad penal. Y es 
precisamente en este punto donde conviene adoptar una perspectiva feminista, pues resulta 
desacertado asegurar que el motor de este delito son las relaciones amorosas fallidas, o el 
resentimiento hacia las mujeres.  
Sin embargo la apreciación de Ried deja en evidencia uno de los principales sesgos 
que tiene el vocablo feminicidio, y que abarca solo una de sus modalidades, como lo es el 
feminicidio íntimo –que se da en los casos en los que la víctima tenía o había tenido una 
relación o vínculo íntimo con el victimario-. Evidenciando hasta qué punto están 
naturalizadas las relaciones de subordinación, y la construcción de representaciones 
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masculinas, en donde el hombre por celos, ira o amor, siente mancillada su hombría y por 
eso ataca a la mujer provocadora, que no se acopla al rol establecido.  
Para ejemplificar nuestra posición, se encuentra una sentencia del Tribunal Superior 
de Barranquilla del año 201513, en la que tanto la Fiscalía como la defensa emplearon como 
atenuante en el asesinato de una mujer a manos de su pareja sentimental, la ira y el intenso 
dolor provocada en el agresor a causa de lo que denominaron un acto de provocación grave 
e injusto por parte de la víctima: una supuesta infidelidad. En este caso se justifica la 
disposición sobre la vida de la mujer “provocadora”, en manos del “patriarca ofendido” a 
quien se le asignan características violentas e impulsivas “propias” del rol masculino, 
naturalizando una vez más las relaciones de subordinación de la mujer, en un entorno 
altamente violento (Agatón Santander, 2017, pág. 50).  
Lo que sí resulta muy problemático del tipo penal es que, entiende toscamente las 
relaciones de género, “pues se erige como un sustento más de la matriz heteronormativa que 
constituye y esclaviza a los sujetos de modo performativamente político” (Ried, 2012, pág. 
189), fortaleciendo los roles sexuales ya determinados y excluyendo a quienes no los 
desempeñan de esa manera, “como ocurre con lesbianas, homosexuales, personas intersex, 
transgénero o transexuales, así como ciertas formas de violencia que incluso pueden afectar 
a hombres que siguen o deben seguir los patrones de género dominantes (como en casos de 
reclutamiento de niños en Fuerzas Armadas) (Toledo Vásquez, 2008, pág. 214). En este 
sentido, resultaría más pertinente una agravante al homicidio por razones de género, lo que 




13 Sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Barranquilla, Sala Penal, CUI núm. 09 001 01055 2001 0511900, 
ref interna Tribunal núm. 2014-000193, M.P. Julio Ojito Palma, aprobado mediante acta 034 de 5 de marzo 2015. 
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1.3 Bloque de constitucionalidad 
En el marco jurídico internacional de los derechos humanos, se consideran como 
antecedentes importantes para la protección de la mujer frente a la violencia. En primer lugar, 
la Convención sobre la Elininación de todas las formas de discriminación contra la mujer 
(1979), conocida como CEDAW por sus siglas en inglés14. Y en segundo lugar, la 
Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres o Convención de Belém do Pará, en 199415. A partir de este último tratado las 
diversas manifestaciones de violencia en contra de las mujeres, comenzaron a ser 
consideradas como violaciones a los derechos humanos, dejando en evidencia su estrecha 
relación con la determinación de roles en base al género, en sociedades de tradición 
heteropatriarcal (Diaz Prieto, 2015). 
Uno de los principales antecedentes del feminicidio en materia jurisprudencial en el 
continente americano, se tiene en México, a partir del Caso González y otras vs. México, 
conocido como el caso del Campo Algodonero (2009), analizado por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos16. La petición inicial fue presentada ante la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos el 6 de marzo de 2002, por la presunta responsabilidad del estado 
mexicano en “la desaparición y posterior muerte” de tres mujeres jóvenes, cuyos cuerpos 
 
14 Esta convención “se constituye en una suerte de Carta Magna del feminismo, siendo el primer instrumento convencional 
que define la discriminación contra las mujeres y establece un concepto de igualdad sustantiva, es decir, una igualdad no 
androcéntrica e identifica el resultado de dicha discriminación como una violencia estructural (Facio, 2009, 54; citado en: 
Arroyo Vargas & Barreiro Santana, 2019, pág. 11). La CEDAW fue incroporada al ordenamiento jurídico colombiano por la 
Ley 51 de 1981. 
15 “La Convención refuerza el desarrollo jurídico en el ámbito del Derecho Internacional de los Derechos Humanos relativo al 
reconocimiento de la responsabilidad estatal por violaciones de los derechos humanos cometidas por particulares en que exista 
aquiescencia, beneplácito o mera pasividad del Estado, como ocurren en muchos casos de violencia contra las mujeres. 
Además, la Convención incluye expresamente los casos de muerte de mujeres como parte del concepto de éstas, en cualquier 
ámbito que se produzca” (Toledo Vásquez, 2009, p. 2). Este tratado fue adoptado por el ordenamiento jurídico colombiano 
mediante la ley 248 de 1995. 
16 Aunque este sea uno de los casos más relevantes, no hay que perder de vista otros más que han “permitido el desarrollo de 
una jurisprudencia sensible a la discriminación y violencia de género que históricamente han sufrido las mujeres de la región” 
(Morales Cerda, 2015, pág. 75), tales como: Penal Castro Castro vs. Perú (2006), Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala 
(2009), Fernández Ortega y otras vs. México (2010) y Rosendo Cantú vs. México (2010)- 
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fueron encontrados en un campo algodonero de Ciudad Juárez (Chihuahua) entre el 6 y 7 de 
noviembre de 200117.  
Aunque la CIDH (2009) no atribuyó al Estado la responsabilidad por la desaparición 
y muerte de las jóvenes. Si lo encontró responsable de no adoptar medidas eficaces para el 
esclarecimiento de estos asesinatos, así como de incumplir la Convención de Belem Do Pará. 
Dado que, aun cuando los familiares reportaron la desaparición a las autoridades competentes 
dentro de las 72 horas de ocurrencia, la Corte IDH encontró que hasta el momento en el cual 
fueron hallados los cuerpos, “las autoridades no realizaron mayores esfuerzos en la búsqueda, 
no investigaron diligentemente y adoptaron una actitud de minimizar la desaparición de las 
jóvenes con comentarios discriminatorios en razón de su edad y género” (Morales Cerda, 
2015, pág. 77). 
Cabe destacar que en la sentencia no se emplea la categoría de “feminicidio”, sino de 
“homicidios de mujeres por razones de género”, sin embargo representa un importante 
precedente en la exposición de los sesgos de género en la interpretación de las leyes, ya que 
la Corte IDH señaló que, “al ligar la ejecución de prácticas o políticas jurídicas a la 
concepción de roles pre asignados a las mujeres, el Estado incumplió la condición de no 
discriminación inherente a sus obligaciones bajo este instrumento vinculante” (Arroyo 
Vargas & Barreiro Santana, 2019, pág. 13). 
Con base en la jurisprudencia internacional, que puso en evidencia las limitaciones 
de las leyes existentes en Latinoamérica y Centroamérica, con respecto a la prevención, 
investigación y sanción de la violencia en contra de las mujeres. El feminicidio comenzó a 
 
17 “Entre el 6 y 7 de noviembre de 2001 fueron encontrados, en lo que se conoce como campo algodonero de Ciudad Juárez, 
ocho cuerpos de mujeres-niñas de entre 14 y 21 años, que se encontraban en “avanzado estado de descomposición”. Los 
cuerpos fueron arrojados en días sucesivos en el solar denominado campo algodonero, curiosamente situado frente a las 
instalaciones de la Asociación de Maquiladoras de Ciudad Juárez, en las que trabajaban las víctimas del feminicidio, con una 
intención evidente de provocación, escarnio y amenaza para las mujeres trabajadoras de las empresas maquiladoras de Ciudad 
Juárez” (Mariño, 2013, p. 285; citado en López Salazar & Valenzuela Reyes, 2018, p. 214). A partir de 1994 se registró una 
fuerte presencia femenina en Ciudad Juárez, como resultado de la entrada en vigencia del Tratado de Libre Comercio entre 
México y Estados Unidos, que aumentó la demanda de fuerza de trabajo en las maquilas. Esto conllevó a que miles de mujeres 




ser incorporado en las legislaciones penales, ya fuera como: 1) tipo penal autónomo: Costa 
Rica (2007), Guatemala (2008), El Salvador (2010), Chile (2010), Perú (2011), Nicaragua 
(2012), México (2012)18, Bolivia (2013), Panamá (2013), Ecuador (2014), Colombia (2015); 
o como 2)  agravante del homicidio: Argentina (2012). 
 
Ilustración 1: Penalización de feminicidio en América Latina (Agatón Santander, pág. 154) 
Desde la perspectiva de aquella posición que se opone a la tipificación del 
feminicidio, se resalta que aun cuando contribuyó a la visibilización de la violencia en contra 
de las mujeres, y a “generar un consenso social sobre la gravedad de estos crímenes” (Pineda, 
2019, pág. 38), su tipificación “no solucionó el problema de violencia, discriminación y 
 
18 En México el feminicidio fue tipificado en 2012 en la legislación federal, ubicándose en el libro de 
los “delitos contra la vida y la integridad corporal” –aunque teniendo como precedente la Ley general de 
acceso de las mujeres a una vida libre de violencias (2007)-. 
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asesinatos en contra de las mujeres [… sino que] simplemente ha atendido a recomendaciones 
y a intereses de grupos políticos y presiones de grupos feministas” (López Salazar y 
Valenzuela Reyes, pág. 221). Y por tanto posee un carácter mayormente simbólico, ya que:  
1) Se dispone de nulo o poco soporte financiero para su puesta en marcha. 2) No 
produce ningún cambio conductual de entre los que se propuso generar. 3) Los legisladores 
apoyan tales cambios legislativos aun cuando saben que no podrán ser puestos en práctica, 
no obstante, esto los coloca en una situación favorable ante la opinión pública. 4) Transmite 
un mensaje de identificación con las víctimas, pero no tiene efectos materiales de 
cumplimiento (Pineda, 2019, pág. 38) 
Esta afirmación no es del todo correcta en el contexto colombiano, ya que además del 
tipo penal, en la Ley 1761 de 2015 también se incorporó el estándar internacional de debida 
diligencia. Que constituye un precedente fundamental para futuras investigaciones, en las 
que se les exige a las autoridades llevar a cabo investigaciones exhaustivas y libres de 
prejuicios y estereotipos de género. En las que además se empleen todos los elementos 
materiales probatorios, que permitan develar el contexto en el cual tuvieron lugar las 
agresiones, de manera que se puedan prevenir, o en últimas exponer el marco en el cual tuvo 
lugar el fatal desenlace. 
Otro de los frutos de la ley 1761 de 2015 a partir de su entrada en vigencia son: a) la 
designación en Bogotá de una Fiscal Destacada para Homicidios de Mujeres y Feminicidio, 
b) la designación de fiscales con la misma función en las capitales de departamento del país; 
y c) la creación del Grupo de Litigio Estratégico para casos de Feminicidio y Tentativa en la 
Secretaría Distrital de la Mujer de Bogotá en cuyo marco esta entidad asumió la 
representación en el proceso penal de mujeres sobrevivientes en casos de tentativa y 
familiares de la víctima de feminicidio (Agatón Santander, 2017, págs. 164-165). 
Estos frutos mencionados por Agatón Santander (2017) se encuentran ampliamente 
desarrollados en los artículos 9, 10, 11 y 12 de la Ley 1765 de 2015. El artículo número 9 se 
refiere a la asistencia técnico legal que el Estado a través de la Defensoría del Pueblo debe 
brindar a las mujeres víctimas de la violencia de género. El artículo 10 se refiere a la 
necesidad de adoptar una perspectiva de género en la educación preescolar, básica y media. 
En el artículo 11 se insta a los servidores públicos ya sea de la rama Ejecutiva o Judicial, que 
se relacionen con todas las formas de violencia contra las mujeres, a recibir formación en 
género, Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. Por último el artículo 12 
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se refiere a la adopción de un sistema nacional de estadísticas sobre violencia basada en 
género. 
Pese a estos importantes precedentes, hay que reconocer que la consideración de la 
violencia contra las mujeres y sus múltiples manifestaciones como graves violaciones a los 
derechos humanos, es relativamente reciente. Y en esa medida las medidas legislativas para 
garantizar los derechos de las minorías19 están en plena evolución20.  
 
2. VALIDEZ DEL TIPO PENAL DE FEMINICIDIO 
De acuerdo con Mir Puig (2006) en un Estado social y democrático de derecho, la 
función del derecho penal es de prevención limitada, pues solo puede ejercer legítimamente 
su potestad punitiva dentro de ciertos límites. Al ser un estado de derecho, su límite lo 
establece el principio de legalidad. Al ser social, el límite es la necesidad social de la 
intervención penal. Y por ser democrático su límite es el respeto a los principios como los de 
dignidad humana, igualdad y participación del ciudadano. 
Ahora, si lo que buscamos es analizar la validez del tipo penal de feminicidio hay que 
preguntarse por la necesidad de la intervención penal, pues resultaría inútil si no tiene la 
capacidad de evitar delitos. En esa medida, ¿puede el derecho penal evitar la comisión de 
actos violentos en contra de la mujer?, ¿la creación de este tipo penal puede desestimular las 
agresiones en contra de las mujeres?, y aún más ¿hay seguridad en que las conductas que se 
encuadran dentro de la violencia machista, serán tipificadas y juzgadas como feminicidio? 
Todas estas preguntas se relacionan con el límite de la necesidad social de la intervención 
 
19 Con respecto al marco normativo para la protección de la mujer frente a la violencia en Colombia, consultar el artículo de 
Cindy Sierra, en su apartado número tres (Sierra Gómez, 2018). 
20 “Éstas, en lo penal, abarcan desde la derogación de disposiciones penales de contenido discriminatorio –lo que ha ocurrido 
en especial en materia de delitos sexuales así como en figuras que exculpaban parcialmente ciertas formas de violencia contra 
las mujeres-, a la sanción específica de conductas de violencia al interior de relaciones de familia y también en la comunidad, 
como ha ocurrido con figuras como la trata de personas y el acoso sexual” (Toledo Vásquez, 2008, pág. 215). 
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penal, en el sentido en que el derecho penal debe ser aplicado para lo estrictamente necesario, 
y cuando no haya otros medios menos lesivos de derechos individuales. 
“Ello conduce a una fundamentación utilitarista del Derecho penal no tendente a la 
mayor prevención posible, sino al mínimo de prevención imprescindible” (Mir Puig, 2006, 
p. 117). De cuya afirmación se desprenden dos grandes características del derecho penal: su 
subsidiariedad y su carácter fragmentario. Es subsidiario porque el Estado antes de acudir al 
derecho penal debe agotar otros medios menos lesivos, puesto que el derecho penal ha de ser 
la ultima ratio. Y es fragmentario porque el derecho penal “no ha de sancionar todas las 
conductas lesivas de los bienes que protege, sino sólo las modalidades de ataque más 
peligrosas para ellos” (Mir Puig, 2006, pág. 118). 
Otro límite al ius puniendi en un estado social lo establece el principio de exclusiva 
protección de bienes jurídicos. Lo cual “implica que no pueden ser amparados por el derecho 
penal intereses meramente morales” (Mir Puig, 2006, pág. 120); esta afirmación no señala 
que los bienes morales no puedan ser bienes jurídico-penales, sino que deben tener “algo más 
que los haga merecedores de protección jurídico-penal” (Mir Puig, 2006, pág. 120), deben 
estar provistos de una importancia fundamental. 
 
2.1 Posición de la Corte Constitucional 
Desde la postura de la Corte Constitucional (C-297/16) era necesaria la creación del 
tipo penal de feminicidio como respuesta “a la necesidad de crear marcos jurídicos que 
evaluaran la violencia contra las mujeres, en su dimensión sistemática y estructural” (pág. 
25), pues no se trata de un hecho aislado, fortuito, excepcional, o un acto pasional, sino de 
un hecho generalizado y sistemático que afecta diversos bienes jurídicos tales como: la vida, 
la integridad personal, la dignidad humana, la igualdad, la no discriminación y el libre 
desarrollo de la personalidad. “Por tanto debe dársele la importancia legislativa que merece, 
como la real manifestación de la opresión y el eslabón final del continuum de las violencias 
contra las mujeres que culminan con la muerte” (pág. 26). 
20 
 
Su creación como un tipo penal autónomo obedece a un cambio en las protecciones 
constitucionales vigentes, que han abandonado aquella postura que toleraba y aceptaba la 
desigualdad estructural entre hombres y mujeres bajo la presunción “de que lo que sucedía 
en el ámbito privado escapaba la intervención estatal, y de que estos roles y dinámicas eran 
apropiados” (Corte Constitucional, C-297/16, pág. 40). Y ahora han optado por la adopción 
de medidas que refuercen la protección de la mujer, con el objetivo de garantizar su igualdad 
material. 
Dichas disposiciones constitucionales, apoyadas en el bloque de constitucionalidad, 
constituyen un marco de garantía al derecho fundamental de las mujeres a estar libres de 
violencia. Derecho que ha tenido un amplio desarrollo en instancias internacionales de 
derechos humanos, desde donde se han cuestionado las “relaciones de dominación y 
subordinación afirmadas por la sociedad patriarcal, que impone un deber ser a las mujeres 
por su condición de mujeres, tanto en los ámbitos públicos y privados” (Corte Constitucional, 
C-297/16, pág. 26), y que tienen importantes consecuencias en el goce de sus derechos 
fundamentales. Sin embargo, “se trata de una realidad cultural de carácter estructural, aún 
hoy extendida, que persiste con especial fuerza en algunos ámbitos y bajo ciertas condiciones 
socioeconómicas” (Corte Constitucional, C-539/16, pág. 80). 
De allí que los estados introdujeran el feminicidio como tipo penal autónomo, tanto 
como una posible forma de tipificar un crimen relacionado con el género, así como una forma 
de cumplir con las obligaciones internacionales previamente señaladas. Es por ello que los 
bienes jurídicos protegidos por el feminicidio “van más allá de la vida y se encuentran ligados 
a la protección de las mujeres frente a patrones de discriminación que configuren la intención 
de matarlas” (Corte Constitucional, C-297/16, pág. 27) porque su vida tiene un lugar y valor 
social de última categoría. 
La Corte también ha puesto de manifiesto, “que la violencia de género se profundiza 
por la ocurrencia de adicionales hechos victimizantes, como la falta de atención por parte del 
Estado y de su entorno social” (Corte Constitucional, C-539/16, pág. 91). Es por ello que la 
necesidad de protección se hace absolutamente imperante, teniendo en cuenta que la 
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administración de justicia en el país, comporta “altos niveles de impunidad de la violencia 
contra las mujeres en todas sus formas, que comienza por la incapacidad del Estado de 
reconocerla y la falta de herramientas para investigarla y reaccionar de forma acorde para 
garantizar” (Corte Constitucional, C-297/16, pág. 50) sus derechos. Sin embargo, señala la 
misma Corte Constitucional, que el deber del estado no se limita a la adopción de medidas 
de tipo penal, sino también a la adopción de medidas sociales y educativas “que contribuyan 
de forma efectiva a revertir las condiciones sociales que fomentan los estereotipos negativos 
de género y precluyen el goce de la igualdad sustantiva, particularmente en el ámbito de la 
administración de justicia” (Corte Constitucional, C-297/16, pág. 46). 
 
3. POSICIONES DE LA DOCTRINA CON RESPECTO AL TIPO PENAL DE 
FEMINICIDIO 
La tipificación del feminicidio –o femicidio en otras legislaciones- como un tipo penal 
autónomo ha generado múltiples debates en el campo académico, y especialmente en la 
ámbito jurídico penal, dando lugar principalmente a dos posiciones: aquella que no considera 
necesaria la criminalización del feminicidio, en tanto el aumento del campo de acción del 
poder punitivo del Estado, no resuelve la violencia en contra de las mujeres  (Toledo 
Vásquez, 2009)21, (Ried, 2012), (Sampedro Arrubla, 2017), (Velandia Montes, 2017), (López 
Salazar & Valenzuela Reyes, 2018), (Torres Melgarejo, 2018), (Mendoza Garay, 2020). Y 
aquella otra que, de la mano de la teoría feminista, considera que el tipo penal autónomo de 
feminicidio permite visibilizar las causas estructurales de la violencia que sufren las mujeres, 
en tanto un colectivo subordinado y discriminado históricamente  (Fernández, 2012), 
(Agatón Santander, 2017), (Domínguez Castellar & Gil García, 2018), (Piedra Durán, 2019), 
(Arroyo Vargas & Barreiro Santana, 2019). 
 
21 Aun cuando la autora Patsalí Toledo Vásquez (2009) considera que la tipificación del feminicidio es una herramienta para 
avanzar hacia el reconocimiento y sanción específica de esta violencia, comparte las mismas críticas que otros autores, y es por 
este motivo que se incluye dentro de la posición que no considera adecuada su tipificación. 
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3.1 El feminicidio como producto del populismo punitivo 
Desde la vertiente de aquellos que se oponen, se considera que la tipificación del 
feminicidio vulnera los principios de: 1) igualdad, porque al ser ultraproteccionista con la 
mujer rompe la garantía de igualdad entre hombres y mujeres; y 2) ultima ratio, en el sentido 
que no obedece a la utilización del derecho penal subjetivo como el último mecanismo para 
hacer frente a los conflictos sociales, si existen “mecanismos sociales jurídicos o 
extrajurídicos menos lesivos para los derechos de los ciudadanos”, y que sí tengan una 
capacidad preventiva  (Velandia Montes, 2017, pág. 10). 
La criminalización del feminicidio no tiene la capacidad de modificar “los 
imaginarios, las creencias y las prácticas sociales de violencia contra la mujer por parte del 
hombre en Colombia” (Velandia Montes, 2017, pág. 34). Este tipo de comportamientos solo 
podrán ser transformados si las personas interiorizan las normas sociales, y no por temor a 
una sanción penal (Velandia Montes, 2017)22. En esa medida, “no corresponde a un sistema 
penal establecer castigos según las contingencias sociales, ni tampoco establecer símbolos 
de lucha política, pues para eso existen otras instancias democráticas” (Ried, 2012, pág. 172). 
Y en últimas no soluciona el problema de la violencia en contra de las mujeres, sino 
que solo es una medida de populismo punitivo. La cual se explica desde la perspectiva del 
profesor Velandia Montes, porque “en la sociedad colombiana hay una política penal 
punitivista, la cual hace uso excesivo del derecho penal para satisfacer intereses individuales, 
 
22 Lo que nos podría llevar a afirmar que el feminicidio no cumple con las funciones de la pena, como lo es la prevención 
general, ya que su tipificación no contribuye a la disminución de los índices de violencia en contra de las mujeres. O tampoco 
cumple con la reinserción social del condenado (Cortés Agray, 2018). 
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[…que] son de carácter electoral, punitividad electoral23, y vindicativo, punitividad 
emocional24” (Velandia Montes, 2017, pág. 14)25.  
Incluso para algunos autores (López Salazar & Valenzuela Reyes, 2018), (Mendoza 
Garay, 2020), el feminicidio es un tipo penal simbólico y discriminatorio, ya que otorga una 
mayor valía a la vida de la mujer sobre la del hombre. Se trataría entonces de una 
“discriminación en contra de los hombres, inaceptable desde una perspectiva constitucional 
y de derechos humanos, al sancionar más gravemente el homicidio de una mujer que el de 
un hombre” (Toledo Vásquez, 2009, pág. 4). 
Para Sampedro Arrubla (2017) se trata de una discriminación positiva, que resalta la 
diferencia y la institucionaliza, al dar un trato diferencial a las mujeres, “en políticas 
referentes a aquello en lo que no son diferentes” (pág. 214). Y que además discrimina 
negativamente al hombre, “como si por ser menos los hombres que las mujeres los agredidos, 
el hecho merezca un reproche menor” (pág. 221). Añadiendo el autor, que no encuentra 
ajustado “a la Constitución ni razonable, en el marco de un Derecho penal de acto, el mayor 
reproche a un sujeto por lo que históricamente han hecho otros” (pág. 223). 
 Desde esta posición también se considera que el feminicidio revictimiza aún más a 
la mujer, “pues proyecta una imagen de debilidad e inferioridad ante la sociedad y 
desfavorece el alcance y la consolidación de la igualdad sustantiva que tanto pregonan los 
 
23 Al respecto señala (Torres Melgarejo, 2018), “el poder político, abusa de la situación histórica de efervescencia de los 
movimientos sociales y la lucha por la vindicación de derechos y libertades de grupos históricamente violentados y 
discriminados para hacerse popular con la manipulación del concepto de género, haciéndolo elástico e instrumentalizándolo 
para sus antojos” (107). 
24 Al respecto, Velandia Montes (2017) encuentra que algunas de las disposiciones de la Ley 1761 de 2015, pueden llegar a 
dificultar la condena de los responsables, dado que se prohibió la celebración de preacuerdos, así como también hubo una 
disminución del monto de rebaja de la pena por aceptación de cargos. Bajo el entendido que la conducta es tan grave, que no 
debe tener derecho a ningún tipo de rebaja. Para Velandia (2017) “se trata de una cuestión en la que el fin de la pena es satisfacer 
los deseos de venganza de la víctima, la cual aspira a que a su victimario se le imponga la pena más alta posible y que ella se 
cumpla en su totalidad y sin que importe la resocialización como fin de la pena, o sea, ‘un regreso a la privatización de la pena, 
un regreso a la venganza privada, que era precisamente lo que se buscaba eliminar cuando el Estado tomó para sí con 
exclusividad la potestad sancionatoria’ (Velandia, 2015b, 99)” (pág. 51). 
25 Velandia Montes (2017) encuentra cinco tipos de punitividad, los cuales se derivan de los diversos intereses que se persiguen 




grupos feministas” (López Salazar & Valenzuela Reyes, 2018, págs. 228-229); en la medida 
en que “responde a los lineamientos de una sociedad misógina que cree débil a la mujer y 
que por esta situación debe protegerla con tipos penales” (Torres Melgarejo, 2018, pág. 110). 
Ya que en estos delitos, las mujeres son “las víctimas por definición” reforzándolas en este 
rol, lo cual puede tener consecuencias no deseadas en los procesos judiciales, pues “las 
actitudes empoderadas de ciertas mujeres, que no se ajustan a la noción de víctimas, tienden 
a transformarse en atenuantes de responsabilidad para los agresores” (Burman, 2008) (Toledo 
Vásquez, 2009, pág. 6). 
 
3.2 Reconocimiento simbólico de la violencia estructural desde una corriente 
feminista 
Desde el punto de vista opuesto, Agatón Santander (2017) considera que “la inclusión 
de normas orientadas a la penalización de la violencia contra las mujeres basada en el género 
mediante la creación de tipos penales como los de feminicidio” (pág. 153) son necesarias, en 
tanto la expresión feminicidio es capaz de significar el “odio, la misoginia, el desprecio, la 
sevicia, la desigualdad, el ejercicio de poder, la crueldad, todas estas conductas que, 
simultáneamente, en un mismo instante” (pág. 155) despojan a las mujeres del control sobre 
su cuerpo, su libertad y su propia vida. Es por ello, que para Agatón Santander (2017) el 
feminicidio como tipo penal autónomo, tiene la capacidad de calificar una conducta derivada 
de “la superioridad atribuida a los hombres “construidos culturalmente” con licencia sobre el 
cuerpo, la sexualidad, la autonomía [y] la vida de las mujeres” (Agatón Santander, 2017, pág. 
156). 
Desde esta posición algunos autores (Vásquez Escobar, Durán Hincapié, Chaverra 
Palma, & Bermúdez Quintana, 2017), (Pineda, 2019) reconocen que aun cuando no es posible 
que la tipificación contribuya a la disminución de la violencia en contra de las mujeres. Sí 
puede ayudar a la visibilización de este fenómeno, para poder obtener estadísticas más 
precisas, que arrojen datos sobre el porcentaje de población más vulnerable, las formas más 
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comunes de comisión del delito, los ámbitos donde más suceden26. Pues a partir de estos 
datos van a poder ser elaboradas políticas públicas que tengan en cuenta las múltiples aristas 
de este fenómeno, con el fin de prevenir la comisión de las mismas27.  
Al respecto señala Agatón Santander que, “no se trata de la esperanza ingenua en el 
derecho penal para corregir prácticas sociales arraigadas de género, sino de la utilización 
consciente del potencial simbólico del derecho penal como instrumento para hacer 
reconocibles como problemas, ciertas situaciones padecidas por las mujeres” (Agatón 
Santander, 2017, pág. 153). 
A manera de ejemplo, se encuentra una investigación realizada por el Grupo Regional 
de Patología, Antropología e Identificación Forense, del Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses de Cali, durante el periodo 2015-2016; referente al análisis de la 
eficacia de la Ley 1761 de 2015. Se trata de un “estudio de corte transversal descriptivo, 
aplicando una encuesta individual exhaustiva a funcionarios [que laboran en] Instituto de 
Medicina Legal y Ciencias Forenses, la Fiscalía General de la Nación, la Policía Nacional y 
la Defensoría del Pueblo, que intervienen directamente en el esclarecimiento del delito de 
feminicidio. Así como también se recolectó información de la totalidad de casos tipificados 
como feminicidio en el periodo entre 2015 y 2016, en la ciudad de Cali: 
Entre los resultados más importantes se encontró que las mujeres solteras, en unión 
libre y aquellas que en vida no accedieron a formación básica fueron las más afectadas. Los 
 
26 Unas estadísticas más precisas permiten ahondar en la “caracterización del fenómeno, de las víctimas, de los victimarios, las 
circunstancias y modalidades del crimen; lo cual favorece la identificación de los riesgos de femicidio, los medios que 
permitirán reducir la ocurrencia del delito, y por tanto, como lo señala Zaffaroni (2012) prevenir la violencia al proporcionar 
herramientas para la instalación de una criminología preventiva de Estado, con el objetivo de abatir sus índices de producción 
de cadáveres” (Pineda, 2019, pág. 45).  
27 A manera de ejemplo, en un estudio realizado en Argentina (Fernández, 2012), por  la ONG Casa del Encuentro, que 
estableció un Observatorio de Femicidios en Argentina, se llevó a cabo el relevamiento de noticias de 120 diarios de 
distribución nacional y provincial, encontrando que: “casi la mitad de los femicidios registrados corresponden a mujeres 
menores de 35 años, y seis de cada diez casos de los femicidios relevados se dieron en la edad reproductiva de la mujer, el 
equipo de investigación realizó algunas conjeturas acerca de la predominancia de estos hechos en este período vital de la mujer. 
Este hecho podría relacionarse con los tiempos de la vida sentimental más fuerte, el momento en el que más aflora su atractivo 
sexual, lo que da lugar a los celos y al sentido de posesión por parte de los varones. Asimismo, el hecho de que gran parte de 
las mujeres asesinadas sean jóvenes, con deseos de proyectos laborales propios y con las posibilidades de llevarlos a cabo, se 
podría relacionar con un aspecto que señalan Diana Russell y Jill Radforf: “cuando la supremacía masculina es desafiada, el 
terrorismo es intensificado” (Radford, J. y Russell, D., Femicide)” (Fernández, 2012, págs. 68-69). 
26 
 
feminicidios se presentaron principalmente en el oriente de la ciudad (Distrito de 
Aguablanca). La mayoría se generaron a manos de personas que conocían muy de cerca a las 
víctimas. En aquellos casos en los que la muerte de la mujer ocurrió posterior a la valoración 
médico-legal, se logró la judicialización de todos los responsables. El estudio permitió 
concluir que se requiere educar y sensibilizar a la población hacia la prevención de la 
violencia de género. Además, a nivel interinstitucional, se debe fortalecer la 
conceptualización y el reforzamiento teórico para el abordaje y la sanción del delito (Vásquez 
Escobar, Durán Hincapié, Chaverra Palma, & Bermúdez Quintana, 2017, pág. 5). 
Pese a las diferencias resaltadas, ambas posiciones tienen en común el reconocimiento 
de estereotipos y visiones heteropatriarcales de la sociedad, que han configurado relaciones 
de poder que trazan asimetrías entre hombres y mujeres. Y que en algunos casos devienen en 
conductas feminicidas. Es por ello que consideramos adoptar una posición intermedia que 
considere los planteamientos expuestos por ambas perspectivas. 
 
3.3 Propuesta por una posición ecléctica 
Una posición intermedia, debe considerar de una parte los aportes de la teoría 
feminista. Tomando como punto de partida una de las principales discusiones gestadas al 
interior del feminismo: la distinción entre sexo y género. Para Judith Butler el sexo “se refiere 
únicamente a las características biológicas de cada persona” (Bilbao & Fernández López, 
2015, pág. 59). Mientras que el género “se convierte en una serie de patrones de conducta 
impuestos por la sociedad que las personas representan, de forma inconsciente, como si se 
tratara de papeles en una obra de teatro” (Bilbao & Fernández López, 2015, pág. 59). 
En esa medida, la idea base del género, es que se trata de una “construcción social 
que subyace al entendimiento de la feminidad y la masculinidad en un contexto dado” 
(Toledo Vásquez, 2008, pág. 214). Y se constituyó  como un concepto adoptado por el 
feminismo para explicar el patriarcado y sus mecanismos de acción: 
El género es un sistema social y cultural que asigna modos de comportarse y vestirse, 
temperamentos, capacidades, intereses y, sobre todo, valores y jerarquías diferentes a las 
personas según su sexo, es decir, según su presunta capacidad reproductiva […] Nosotras no 
creemos que ese sistema llamado género forme parte de la naturaleza humana. Defendemos, 
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por el contrario, que es un constructo social, un conjunto de ideas socialmente creadas, 
reproducidas y transmitidas (Lecuona, 2018, pág. 54). 
La distinción entre ambos conceptos le permitió al feminismo dejar en evidencia que 
la constitución biológica entre hombres y mujeres, es diferente de las identidades sociales y 
culturales de cada ser humano. Y es por ello que Lecuona (2018) considera más acertado no 
hablar de género, sino de roles sexuales, pues este término desdibuja lo innato e intrínseco 
que involucra el concepto de género. 
Pero, ¿por qué es necesario incluir este debate en el derecho penal? Porque al 
diferenciar entre ambos conceptos es posible exponer la naturalización de ciertos roles en la 
sociedad, que se asignan tanto a los hombres como a las mujeres, con la intención de 
demarcar los límites del comportamiento humano. A partir de allí se configuran las relaciones 
de pareja, y se definen conceptos como el amor, los celos, la infidelidad. Así como también 
se trazan los límites tanto de aquello que la sociedad acepta, como de aquello que rechaza. 
No obstante, estos conceptos no son estáticos, se adaptan a cada contexto histórico, 
social y cultural. Y es allí donde los aportes de la teoría feminista han permitido ampliar el 
marco teórico y político de los derechos humanos, para “develar la violencia estructural de 
nuestras sociedades y el carácter androcéntrico del Estado” (Arroyo Vargas & Barreiro 
Santana, 2019, pág. 10). Esto implica la adopción de una perspectiva de género: 
El enfoque o perspectiva de género constituye una categoría de análisis que obliga a 
visibilizar las diferencias sociales, culturales, biológicas, psicológicas y ambientales en las 
relaciones entre las personas según su sexo, edad, etnia, situación socioeconómica y rol que 
desempeñan en el grupo social, a efectos de lograr la igualdad entre ellas (Morales Cerda, 
2015, pág. 69). 
En esa medida, si se aplica una perspectiva de género se enriquece la manera de mirar 
la realidad social, pues permite analizar cómo operan las representaciones sociales, los 
prejuicios y los estereotipos, y así “detectar de mejor manera la especificidad en la protección 
que precisan quienes sufren discriminación (Morales Cerda, 2015, pág. 71), y que los 
condicionan cotidianamente el acceso al ejercicio de sus derechos. 
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Al respecto, Isabel Agatón (2017) retoma lo metodología propuesta por el Comité de 
América Latina y el Caribe para la defensa de los derechos de las mujeres (Cladem), en la 
que se establecen los crtiterios que deben considerar  los órganos judiciales para proferir 
decisiones “sustentadas en la perspectiva de género, en un enfoque de derecho humanos y en 
los estándares internacionales derivados de tratados internacionales o de instancias de 
protección de los derechos humanos (cortes o tribunales)” (Agatón Santander, 2017, pág. 
64), y en esa medida emitir sentencias género sensitivas.  
Dichas sentencias deben considerar los siguientes criterios: 1) Análisis de género del 
fenómeno jurídico; 2) identificación del patriarcado; 3) distinción de construcciones sociales; 
4) utilización del lenguaje; 5) análisis del contexto; 6) enfoque de derechos humanos; 7) 
aplicación de los tratados internacionales de derechos humanos; 8) uso de la jurisprudencia 
género sensitiva del derecho interno e internacional; 9) aplicación de la legislación interna 
que reconoce y protege los derechos de las mujeres y que prohíbe la discriminación y 
sanciona la violencia; y 10) doctrina (Agatón Santander, 2017, pág. 65)28. 
Desde la perspectiva de aquellos que se oponen a la tipificación del feminicidio como 
delito autónomo, es preciso destacar que si no se pretende violentar el principio de ultima 
ratio es necesario no emplear este tipo penal como una forma de solucionar los conflictos 
sociales. Pues aun cuando es innegable que la violencia contra las mujeres debe ser 
combatida, penalizar comportamientos tan enquistados en la tradición cultural de la sociedad 
colombiana, no siempre es la medida más eficaz, y en cierta medida viola el principio de 
subsidiariedad del derecho penal. 
Sin embargo, pudimos comprobar a lo largo de este documento que la ley 1761 de 
2015 no busca únicamente la persecución penal de los agresores. Sino que también propende 
por una reforma en la  administración de justicia en el país, que combata los altos niveles de 
 
28 Para ahondar en la descripción de cada uno de estos criterios consultar a Isabel Agatón Santander (2017, págs. 65-69). 
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impunidad en la violencia contra las mujeres en todas su formas, que comienza por la 
incapacidad del Estado de reconocerla. 
Y es por ello que aun cuando no nos oponemos a la tipificación del feminicidio por 
las razones anteriormente expuestas, y rescatamos la importancia de la perspectiva de género 
y de una formación en Derechos Humanos en la administración de justicia. Consideramos 
que la búsqueda de un verdadero cambio no se encuentra en el derecho penal. De allí que en 
el Segundo Congreso Internacional Conflicto y Criminalidad, de la Universidad Católica de 
Colombia, celebrado los días 18 y 19 de noviembre de 2020, la profesora española María 
Ángeles Rueda, quien presentó la ponencia de La circunstancia agravante genérica de 
discriminación por razón de género en el Código penal español, señalaba que uno de los 
principales problemas del derecho penal es que actúa tarde, pues impone una sanción cuando 
la conducta delictiva ya ha sido cometida. Es por ello que es necesario empezar por una 
educación desde la infancia, que tenga la capacidad de desmontar las estructuras machistas 
y patriarcales que configuran la forma en que se relacionan hombres y mujeres, cuando aun 
no ha ocurrido el daño. 
 
CONCLUSIONES 
El feminicidio es un concepto teórico y político utilizado por primera vez en 1976 por 
Diana Russel, que busca visibilizar la violencia de la cual son víctimas las mujeres. En 
Latinoamérica fue difundido por la académica mexicana Marcela Lagarde. Y su difusión 
obedece a una propuesta del feminismo por desnaturalizar los roles “masculinos” y 
“femeninos”, que justificaban ciertas formas de violencia en contra de las mujeres, 
especialmente en el ámbito personal o privado. Discusión que cobró gran relevancia a la luz 
de la sentencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos por el Caso del 
Campo Algodonero (2009), ocurrido en Ciudad Juárez (México). 
En Colombia el feminicidio como tipo penal autónomo fue introducido en el Código 
Penal por la ley 1761 de 2015. Cuyo elemento central es su elemento normativo, y al mismo 
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tiempo el más problemático, las razones de género bajo las cuales el sujeto pasivo es privado 
de la vida. Para algunos doctrinantes estas razones de género podrían haber continuado 
siendo una circunstancia de agravación del homicidio, sin embargo el feminicidio es mucho 
más que la feminización del homicidio. Pues este elemento central lo que desentraña es la 
concepción machista de las relaciones entre hombres y mujeres. Sin embargo, no deja de ser 
problemática la unidimensionalidad con la que se entiende el concepto de género. 
A la luz del ordenamiento jurídico colombiano, el feminicidio es un tipo penal válido 
en la medida en que se requería de la intervención penal, como respuesta a la necesidad de 
enfrentar la violencia contra las mujeres, en su dimensión sistemática y estructural.  Así 
mismo obedece a un cambio en las protecciones constitucionales vigentes, que buscan 
adoptar medidas que refuercen la protección de la mujer, en aras de garantizar su igualdad 
material. 
Con respecto al debate generado por el feminicidio en tanto tipo penal autónomo en 
el ámbito jurídico penal, se encontraron dos posiciones doctrinales: aquella que no considera 
necesaria la criminalización del feminicidio, en tanto el aumento del campo de acción del 
poner punitivo del Estado, no resuelve la violencia en contra de las mujeres. Y otra en línea 
con la teoría feminista, que considera que su tipificación permite visibilizar las causas 
estructurales de la violencia que sufren las mujeres, en tanto un colectivo subordinado y 
discriminado históricamente. 
Como propuesta este artículo de investigación buscó plantear una posición ecléctica, 
que no concibe el feminicidio ni como una medida populista que no contribuye a la 
erradicación de la violencia en contra de las mujeres. Ni tampoco como un mecanismo 
simbólico capaz de reformar las bases estructurales de esa violencia. Nuestra propuesta es 
por no perder de vista que el feminicidio fue concebido como una categoría con sentido 
político, que al ser llevada al derecho penal, tiene la capacidad de evidenciar y combatir la 
violencia estructural de la que son víctimas las mujeres. Pero a la que no se debe recurrir 
como primera medida, sino únicamente cuando todos los demás esfuerzos han resultado 
infructuosos. Pues la erradicación de los patrones culturales machistas y misóginos de nuestra 
31 
 
sociedad, solo será eficaz si nos remontamos hasta sus bases, es decir si proyectamos estos 
cambios en la educación que recibimos los seres humanos a lo largo de nuestra vida. 
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